Bogotá, D.C., Noviembre 28 de 2011

Doctor

GELBER ALEXANDER PIRABAN RODRIGUEZ
Secretario 

Comisión Tercera Permanente de Hacienda y Crédito Público.
Concejo de Bogotá D.C.

Ciudad

REF: Ponencia para primer debate del proyecto de Acuerdo No. 269 DE 2011 "Por medio del cual se establece un subsidio de transporte a favor de personas con discapacidad en el Distrito Capital"

Respetado Doctor; 
En ejercicio de la designación conferida mediante sorteo publico realizado el pasado 3 de noviembre del año en curso y encontrándome dentro del término reglamentario, según lo dispuesto en los artículos 69,72 y 73 del Acuerdo 348 de 2008; me permito presentar la ponencia para primer debate al Proyecto de Acuerdo No. 269 de 2011, "Por medio del cual se establece un subsidio de transporte a favor de personas con discapacidad en el Distrito Capital" presentado a consideración de esta Corporación por la Administración Distrital en cabeza de la señora Alcaldesa Mayor Designada Doctora CLARA EUGENIA LÓPEZ OBREGÓN, y algunos de sus colaboradores en la administración como lo son: la Doctora  INÉS ELVIRA ROLDÁN PARDO Secretaría  Distrital de Integración Social, el Doctor HÉCTOR ZAMBRANO RODRÍGUEZ Secretaría Distrital de Hacienda y el Doctor FERNANDO ALVAREZ MORALES Secretaría Distrital de Movilidad.
1.- OBJETIVO DEL PROYECTO:
Según la exposición de motivos presentado por  la Administración Distrital, con la aprobación y puesta en marcha del proyecto de acuerdo sometido a examen del Concejo de Bogotá, se pretende crear un subsidio de transporte para el acceso de los habitantes del Distrito Capital con discapacidad permanente en el Sistema Integrado de Transporte Público, de conformidad con la disponibilidad de recursos para cada vigencia fiscal específica.

Adicional a lo anterior el proyecto tiene como objetivo secundarios establecer medidas y acciones positivas en favor de personas con diferentes discapacidades, que permitan a este grupo poblacional, disponer de unas condiciones de accesibilidad adecuadas para el uso y disfrute del transporte público, siguiendo los lineamientos definidos en las diferentes normas nacionales especialmente lo establecido en la Ley 361 de 1997 “por la cual se establecen mecanismos de integración social de la personas con limitación y se dictan otras disposiciones”.

El proyecto de acuerdo busca otorgar un descuento (subsidio) del orden del quince 15% sobre la tarifa al usuario, con una asignación máxima de hasta cincuenta (50) viajes mensuales. Para la población con discapacidad beneficiaria del Sistema de Selección de Beneficiarios Para Programas Sociales (SISBEN).
Me parece que el descuento (subsidio) debe ser progresivo en el tiempo hasta llegar al cincuenta por ciento (50%) y con el límite mensual en el número de viajes, dado que el manejo de la tarjeta deberá disponer de una reglamentación seria que no permita el uso indebido de la misma; por lo que de manera respetuosa me permitiré proponer una modificación en el articulado del proyecto.
2.- CONSIDERACIONES ESPECIALES DEL PROYECTO:
Enfatiza el proyecto en una serie de consideraciones especiales a la luz de la Política Pública de Discapacidad,  mediante la  cual de manera clara se determina la responsabilidad social del Estado, como un imperativo ético y la necesidad  de responder desde el concepto del estado social de derecho  por las acciones de  inclusión de las personas con discapacidad. La responsabilidad social se hace concreta con la inclusión social del desarrollo humano y social de la vida, para lo cual se hace necesario en esta oportunidad impulsar el desplazamiento de las personas con discapacidad en condiciones de accesibilidad y equidad; y seguidamente  en el tiempo llegar a la gratuidad como ocurre en varios países del mundo, incluidos algunos países latinoamericanos.
Es claro que La Administración Distrital, ha venido trabajando  con diferentes organizaciones  y líderes de las organizaciones sociales de personas con discapacidad, para la creación de una preferencial Tarifa Diferencial en el Sistema Integrado de Transporte Público, iniciando por reconocer que existen personas con discapacidad que necesitan el apoyo del estado, es por ello que se plantea en el proyecto de acuerdo sometido a examen iniciar  este proceso en el trasporte público de TransMilenio, y luego en todo el Sistema Integrado de Transporte.
3.- MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL DEL PROYECTO:

3.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA:
Nuestro ordenamiento Constitucional Colombiano se ha ocupado con claridad y precisión de estos temas de las personas con algún tipo de limitación en los siguientes artículos y sobre los siguientes aspectos de relevancia para este proyecto de acuerdo,  señalando los fines esenciales del estado y la consagración de unos  derechos fundamentales relacionados con la asistencia que debe brindarse para que grupos de personas puedan acceder en igualdad de condiciones a la prestación de servicios que corresponde prestar al Estado, como es el caso del transporte público. En tal sentido nuestro ordenamiento constitucional ha dispuesto: 
“ART. 2º—Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la Prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.”

“ART 13º . - Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.”

“ART 47º _. El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran.”

“ART 54º _. Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación y habilitación profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud.”
ART    322º.- Bogotá, Capital de la República y el Departamento de Cundinamarca, se organiza como Distrito Capital.
Su régimen político, fiscal y administrativo será el que determinen la Constitución, las leyes especiales que para el mismo se dicten y las disposiciones vigentes para los municipios. 
Con base en las normas generales que establezca la ley, el concejo a iniciativa del alcalde, dividirá el territorio distrital en localidades, de acuerdo con las características sociales de sus habitantes, y hará el correspondiente reparto de competencias y funciones administrativas. 
A las autoridades distritales corresponderá garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito; a las locales, la gestión de los asuntos propios de su territorio.
ART 338.- En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos.
La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos.
Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, no pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo.
ART   355.-  Ninguna de las ramas u órganos del poder público podrá decretar auxilios o donaciones en favor de personas naturales o jurídicas de derecho privado. 
El Gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal podrá, con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional y los planes seccionales de Desarrollo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 
3.2 NORMAS DEL AMBITO INTERNACIONAL: 
El proyecto de acuerdo dentro de la exposición de motivos presenta para el sustento legal entre otras, una serie de normas de carácter internacional  aplicables al caso en comento, que bien valen la pena trascribir textualmente, como una forma de dar sustento legal amplio al proyecto, son ellas: El Pacto Internacional de derechos civiles y políticos: mediante el cual se protegen los derechos a la protección de la existencia humana y la integridad de la persona en el contexto de la discapacidad, derecho a la vida, derecho a no ser torturado ni sometido a otros tratos y penas crueles, inhumanos o degradantes, derecho a la libertad y seguridad en relación con la discapacidad, derechos de asociación, derecho políticos, justicia social.
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, salvaguardando el derecho a la no discriminación, a la participación, entre otros.

Convención sobre los Derechos del Niño con discapacidad, consagra los principios que orientan la aplicación de los derechos del niño, tales, como: No discriminación, interés superior del niño, derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo y derecho a ser escuchado y a participar.
La Convención Internacional sobre Derechos de Personas con Discapacidad, ha establecido entre otros el   principio de accesibilidad universal (eliminación de barreras), para el diseño universal de productos, entornos, programas y servicios para que puedan ser utilizados por todas las personas, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado, y ajustes razonables, es decir, las modificaciones necesarias para evitar cargas desproporcionadas para el goce de un derecho por parte de las personas con discapacidad; y se hace énfasis en la importancia de la participación de las personas con discapacidad en el diseño de políticas que los afecten, la toma de conciencia por parte de las autoridades, y la cooperación internacional para la financiación de los programas.
La Declaración de los Derechos de los impedidos, proclamada por la Asamblea General mediante Resolución 3447 del 9 diciembre de 1975 y la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. 
3.3.- NORMAS DEL AMBITO NACIONAL:
Trae a consideración el texto del proyecto de acuerdo, igualmente una serie de disposiciones normativas de orden legal entre ellas:  El Articulo 2 de la Ley 336 de 1996 por la cual se adopta el Estatuto Nacional del Transporte establece que la seguridad, especialmente la relacionada con la protección de los usuarios, constituye prioridad esencial en la actividad del sector y del sistema de transporte. Al tiempo, el artículo 3ro del ibídem establece la accesibilidad como principio que ha de garantizarse a los usuarios.

Ley 769 de 2002, por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre establece como principio la intervención del Estado para garantizar la seguridad y comodidad de los habitantes, con especial mención de las personas con discapacidad en los siguientes términos:
“ART 1o. AMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS. Las normas del presente Código rigen en todo el territorio nacional y regulan la circulación de los peatones, usuarios, pasajeros, conductores, motociclistas, ciclistas, agentes de tránsito, y vehículos por las vías públicas o privadas que están abiertas al público, o en las vías privadas, que internamente circulen vehículos; así como la actuación y procedimientos de las autoridades de tránsito.
En desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24  de la Constitución Política, todo colombiano tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, pero está sujeto a la intervención y reglamentación de las autoridades para garantía de la seguridad y comodidad de los habitantes, especialmente de los peatones y de los discapacitados físicos y mentales, para la preservación de un ambiente sano y la protección del uso común del espacio público. 
Adicionalmente, se consagra la accesibilidad como una condición esencial, connatural a los servicios públicos, en el artículo segundo del ibídem, de la siguiente forma:
ART 2o. DEFINICIONES. Para la aplicación e interpretación de este código, se tendrán en cuenta las siguientes definiciones
Accesibilidad: Condición esencial de los servicios públicos que permite en cualquier espacio o ambiente exterior o interior el fácil disfrute de dicho servicio por parte de toda la población.”
Ley 361 de 1997, Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones.

“ART 1o. Los principios que inspiran la presente Ley, se fundamentan en los artículos 13,47,54 y 68 que la Constitución Nacional reconocen en consideración a la dignidad que le es propia a las personas con limitación en sus derechos fundamentales, económicos, sociales y culturales para su completa realización personal y su total integración social y a las personas con limitaciones severas y profundas, la asistencia y protección necesarias.”

“ART 3o. El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación y otras disposiciones legales que se expidan sobre la materia en la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en el año 1948, en la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 1971, en la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la Resolución 3447 de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, en la Declaración de SundBerg de Torremolinos, Unesco 1981, en la Declaración de las Naciones Unidas concerniente a las personas con limitación de 1983 y en la recomendación 168 de la OIT de 1983.”

“ART 43. El presente título establece las normas y criterios básicos para facilitar la accesibilidad a las personas con movilidad reducida, sea ésta temporal o permanente, o cuya capacidad de orientación se encuentre disminuida por la edad, analfabetismo, limitación o enfermedad. Así mismo se busca suprimir y evitar toda clase de barreras físicas en el diseño y ejecución de las vías y espacios públicos y del mobiliario urbano, así como en la construcción o reestructuración de edificios de propiedad pública o privada.

Lo dispuesto en este título se aplica así mismo a los medios de transporte e instalaciones complementarias de los mismos y a los medios de comunicación.
PARÁGRAFO. Los espacios y ambientes descritos en los artículos siguientes, deberán adecuarse, diseñarse y construirse de manera que se facilite el acceso y tránsito seguro de la población en general y en especial de las personas con limitación.

ART 44. Para los efectos de la presente ley, se entiende por accesibilidad como la condición que permite en cualquier espacio o ambiente interior o exterior, el fácil y seguro desplazamiento de la población en general, y el uso en forma confiable y segura de los servicios instalados en estos ambientes. Por barreras físicas se entiende a todas aquellas trabas, irregularidades y obstáculos físicos que limiten o impidan la libertad o movimiento de las personas. Y por telecomunicaciones, toda emisión, transmisión o recepción de señales, escrituras, imágenes, signos, datos o información de cualquier naturaleza, por hilo, radio u otros sistemas ópticos o electromagnéticos.

ART 45. Son destinatarios especiales de este título, las personas que por motivo del entorno en que se encuentran, tienen necesidades esenciales y en particular los individuos con limitaciones que les haga requerir de atención especial, los ancianos y las demás personas que necesiten de asistencia temporal. 
ART 46. La accesibilidad es un elemento esencial de los servicios públicos a cargo del Estado y por lo tanto deberá ser tenida en cuenta por los organismos públicos o privados en la ejecución de dichos servicios.

El Gobierno reglamentará la proyección, coordinación y ejecución de las políticas en materia de accesibilidad y velará porque se promueva la cobertura nacional de este servicio.

La Ley 105 de 1993  “Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y …”, establece diversas disposiciones que refuerzan los planteamientos anteriormente mencionados:
ART 3o. Principios del Transporte Público. El transporte público es una industria encaminada  garantizar la movilización de personas o cosas por medio de vehículos apropiados a cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de acceso, calidad y seguridad de los usuarios, sujeto a una contraprestación económica y se regirá por los siguientes principios:

1. DEL ACCESO AL TRANSPORTE. El cual implica:

a. Que el usuario pueda transportarse a través del medio y modo que escoja en buenas condiciones de acceso, comodidad, calidad y seguridad.

b. Que los usuarios sean informados sobre los medios y modos de transporte que le son ofrecidos y las formas de su utilización.

c. Que las autoridades competentes diseñen y ejecuten políticas dirigidas a fomentar el uso de los medios de transporte, racionalizando los equipos apropiados de acuerdo con la demanda y propendiendo por el uso de medios de transporte masivo.

d. Que el diseño de la infraestructura de transporte, así como en la provisión de los servicios de transporte público de pasajeros, las autoridades competentes promuevan el establecimiento de las condiciones para su uso por los discapacitados físicos, sensoriales y psíquicos.

2. DEL CARACTER DE SERVICIO PUBLICO DEL TRANSPORTE. La operación del transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación, en condiciones de calidad, oportunidad y seguridad.

De la exposición de motivos del proyecto de acuerdo  puede concluirse  que las disposiciones contenidas en las leyes específicas del sector transporte, que dentro de la actividad del transporte, han de materializarse principios constitucionales que disponen la asistencia del estado para que el servicio público resulte accesible para los usuarios con discapacidad. (proyecto de acuerdo 269 de 2011).
3.4 NORMAS DE CARÁCTER DISTRITAL:
Concreta el proyecto de acuerdo las siguientes disposiciones de orden Distratal: 
Decreto Ley 1421 de 1993  “ART 12. ATRIBUCIONES. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y a la ley:

1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito.

19. Dictar normas de tránsito y transporte.”

Acuerdo 308 de 2008 “Plan de Desarrollo Económico, Social, Ambiental y de obras Públicas para Bogotá, dentro de su artículo 7º Programas, incluye en el numeral 13, la igualdad de oportunidades y de derechos para la inclusión de la población en condición de discapacidad.
 Decreto 470 de 2007 “Por medio de la cual se adopta la Política Pública de Discapacidad para el Distrito Capital”  

Decreto 319 de 2006 –  Por el cual se adopta el Plan Maestro de Movilidad para Bogotá Distrito Capital, que incluye el ordenamiento de estacionamiento, y se dictan otras disposiciones. 

Decreto 309 de 2009 – Adopción Sistema Integrado de Transporte Público para Bogotá, D.C. El Capítulo VI, artículo 21, establece: “21.5. Tarifas para poblaciones específicas: El diseño tarifario estará abierto a la implementación de tarifas para grupos poblacionales específicos, siempre y cuando se asegure una fuente presupuestal independiente de los ingresos corrientes del SITP y no se perjudique a los usuarios del servicio y la sostenibilidad financiera del sistema, conforme al Marco Fiscal de Mediano Plazo.”

Acuerdo 457 de 2010 – Presupuesto año 2011 ”Por el cual se expide el Presupuesto Anual de Rentas e Ingresos y de Gastos e Inversiones de Bogotá, Distrito Capital, para la vigencia fiscal comprendida entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2011": En su artículo 60, establece que “la administración distrital a través de la Secretaría Distrital de Movilidad, iniciará los estudios, de viabilidad técnica, legal y financiera para el establecimiento de la tarifa diferencial y/o subsidios en el Sistema Integrado de Transporte Público –SITP.”

Frente al tema de la competencia del Honorable Concejo de la Ciudad Capital, para ocuparse del tema de los subsidios, es el mismo proyecto de acuerdo que plantea una seria disertación jurídica convincente en los siguientes términos: 
El numeral 9 del artículo 3 de la Ley 105 de 1993, “Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras disposiciones”, referente a los principios rectores del transporte público, señala:
ART 3. Numeral…9. De los subsidios a determinados usuarios: “El Gobierno Nacional, las Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales podrán establecer subsidios a favor de estudiantes, personas discapacitadas físicamente, de la tercera edad y atendidas por servicios de transporte indispensables, con tarifas fuera de su alcance económico. En estos casos, el pago de tales subsidios será asumido por la entidad que lo establece la cual debe estipular en el acto correspondiente la fuente presupuestal que lo financie y una forma de operación que garantice su efectividad. Los subsidios de la Nación sólo se podrán canalizar a través de transferencias presupuestales.”(Negrilla fuera del texto)
De este referente legal, plantea el proyecto que puede concluirse que:

1. Los Concejos Distritales pueden establecer subsidios, entre otros, para personas con discapacidad, para que puedan acceder a tarifas de transporte por fuera de su alcance económico.

2. El acto que establece el subsidio debe señalar cuál es la fuente presupuestal con cargo a la cual se harán las erogaciones.

3. La forma de operación que garantice la efectividad del subsidio, debe ser dispuesta dentro del acto administrativo que expida el Concejo, es decir, en el Acuerdo correspondiente.

La Corte Constitucional abordó en su fallo C-324 de 2009 algunos aspectos sobre subsidios, señalando condiciones para su existencia, con el fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de la Carta Política, así:
“… Finalmente, se destaca dentro de este recorrido jurisprudencial relativo a los alcances del artículo 355 superior, la sentencia C-507 de 2008, … en tal providencia se señaló como requisitos generales para autorizar cualquier excepción al artículo 355 superior, los siguientes: 1.Toda asignación de recursos públicos debe respetar el principio de legalidad del gasto. 2. Toda política pública del sector central, cuya ejecución suponga la asignación de recursos o bienes públicos, debe encontrarse reflejada en el Plan Nacional de Desarrollo y en el correspondiente Plan de Inversión. 3. Toda disposición que autorice una asignación de recursos públicos, sin contraprestación por parte del beneficiario, tiene que encontrarse fundada en un mandato constitucional claro y suficiente que la autorice. 4. Debe respetar el principio de igualdad (resaltado fuera del texto)
Los conceptos de donación, auxilio, subsidio o subvención, encuentran desde el punto de vista semántico, idéntico significado, así: subvenir significa venir en auxilio; subsidio, ayuda o auxilio extraordinario de carácter económico; auxilio, ayuda o amparo; y donación, acto de liberalidad de una persona que transmite gratuitamente una cosa que le pertenece a favor de otra. 
… Así, las subvenciones o los auxilios que otorga el Estado pueden: 
 (i)          Albergar una finalidad estrictamente altruista y benéfica: Cuando este tipo de auxilio se otorga por mera liberalidad del Estado, se encontrará con que está prohibido por virtud del artículo 355 constitucional, pues debe asumirse que en países en vía de desarrollo como Colombia, debe privilegiarse el gasto social en concordancia con lo dispuesto en el artículo 350 superior, según el cual el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra asignación.
De esta forma, la finalidad altruista del auxilio se encuentra autorizada únicamente cuando se dirige a alentar actividades o programas de interés público acordes con el plan de desarrollo y los planes seccionales de desarrollo, a través de entidades sin ánimo de lucro, con las cuales deberá suscribirse, previamente, un contrato. De esta manera se asegura una cierta reciprocidad a favor del Estado.
(ii)        Derivarse de la facultad de intervención del Estado en la economía y, en consecuencia, orientarse al estímulo de una determinada actividad económica; asignación que por mandato expreso del artículo 334 superior debe comportar una contraprestación, es decir, debe implicar un retorno para la sociedad en su conjunto, sin el cual la subvención carece de equidad y de toda justificación.

 

(iii)     Derivarse de un precepto constitucional que lo autorice expresamente, en orden a garantizar los derechos fundamentales vía acceso a bienes y servicios por parte de quienes tienen mayores necesidades y menores ingresos, con lo cual se garantiza una contraprestación o beneficio social.

Compartimos la apreciación de la administración cuando plantea que el proyecto que se presenta a consideración del Honorable Concejo, reúne tales exigencias de índole constitucional, esto es:

a. Alberga la finalidad altruísta y benéfica de compensar las diferencias para grupos poblacionales que no pueden ejercer debidamente su derecho a la igualdad al acceso al servicio público de transporte.

b. Se deriva de la facultad de intervención del estado en la economía, específicamente en la industria del transporte, reconocida como servicio público en las Leyes 105 de 1993 y 336 de 1996.

c. Garantiza el goce de los derechos fundamentales señalados en los artículos 13 (inciso segundo) y 24 de la Carta Política.   

4.- ANALISIS PROYECTO DE ACUERDO

El objetivo fundamental de toda corporación pública  es la de procurar el bienestar de la población en general, y de mejorar el nivel de vida de los habitantes en particular.  La iniciativa propone crear un subsidio para que las personas con discapacidad, puedan acceder a una tarifa diferencial en el precio del pasaje del servicio de transporte público.

Dentro de los objetivos trazados en el Plan de Desarrollo “Bogotá Positiva” puesto de igual forma a consideración de esta Corporación, fue uno de ellos mejorar el nivel de vida de las personas con discapacidad, haciéndolas incluyentes en el marco de la sociedad; sobre todo aquellas personas en condiciones de limitaciones de orden económico, especialmente al sector de la población pertenecientes a los estratos y 1,2 y 3.  

Los esfuerzos realizados en materia de política para la protección de los ciudadanos en condición de discapacidad, han dotado al país de las suficientes herramientas de tipo normativo, para que esta iniciativa cuente con los elementos necesarios para que el distrito la adopte y la ponga en marcha, es decir el marco jurídico del proyecto está totalmente definido y sustentado para que la iniciativa sea aprobada en el Concejo de la ciudad.

El proyecto de acuerdo busca otorgar un descuento (subsidio) del orden del quince 15% sobre la tarifa al usuario, con una asignación máxima de hasta cincuenta (50) viajes mensuales. Para la población con discapacidad beneficiaria del Sistema de Selección de Beneficiarios Para Programas Sociales (SISBEN).
Me parece que el descuento (subsidio) debe ser progresivo en el tiempo hasta llegar al cincuenta por ciento (50%) y con los  límites mensuales en el número de viajes; por lo que de manera respetuosa me permitiré proponer un nuevo articulado del proyecto; haciéndolo progresivo en el descuento partiendo del veinte (20%) hasta llegar al cincuenta por ciento (50%) en la próxima administración, con la certeza que administraciones posteriores lo lleven hasta la gratuidad.
5.- IMPACTO FISCAL

Según lo conceptuado en la exposición de motivos de la iniciativa por parte de la Administración y considerando un escenario que sea financieramente sostenible y disminuya los costos en que incurre esta población para su movilidad en la ciudad, se toma como base el registro de discapacidad de la Secretaría Distrital de Salud, en el cual la población en esta situación es alrededor de 188.000 personas, y con la puesta en marcha del proyecto seguramente esta se incrementara gradualmente.
En cuanto al Impacto Fiscal se observa que la iniciativa tendría un impacto fiscal en las finanzas del Distrito. Este costo se financiaría en el tiempo con recursos del Distrito para lo cual la administración distrital tendrá que ajustar gradualmente  los esfuerzos fiscales pertinentes para garantizar su financiamiento en el mediano y largo plazo. 
CONCLUSIONES

Con fundamento en las anteriores consideraciones, me permito presentar PONENCIA POSITIVA con modificaciones,  al Proyecto de Acuerdo No. 269  de 2011. "Por medio del cual se establece un subsidio de transporte a favor de personas con discapacidad en el Distrito Capital"

Cordialmente,

HENRY CASTRO
Concejal Ponente
TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO PROPUESTO
EL CONCEJO DE BOGOTA DISTRITO CAPITAL

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, en especial de las que le confiere el numeral 1 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993,

ACUERDA:

ARTICULO 1°. Subsidio. Crear un subsidio de transporte para el acceso de los habitantes del Distrito Capital con discapacidad permanente en el Sistema Integrado de Transporte Público, de conformidad con la disponibilidad de recursos para cada vigencia fiscal específica.

Parágrafo. Hasta el inicio de la operación del Sistema Integrado de Transporte Público, del subsidio creado podrá hacerse uso en el sistema de transporte masivo Transmilenio.

ARTICULO 2º. Forma de operación: La Administración Distrital dispondrá la operación del subsidio con base en un porcentaje de descuento gradual sobre la tarifa al usuario, inicialmente del veinte por ciento (20%) para el primer año, aumentada anualmente en un porcentaje de descuento adicional del diez por ciento (10%) hasta llegar al cincuenta por ciento (50%) de la tarifa en el Sistema Integrado de Transporte Público.  Con una asignación máxima de hasta cincuenta (50) viajes mensuales. La población beneficiaria de la tarifa será la registrada en las bases de datos de que dispone la Secretaría de Salud. Se aplicarán como referencia los resultados de la encuesta para el Sistema de Selección de Beneficiarios Para Programas Sociales (SISBEN).
ARTICULO 3º.  Reglamentación. La Administración Distrital reglamentará el presente acuerdo, expidiendo las normas necesarias para su efectividad, seguimiento y auditoría.

ARTICULO 4º. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
